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MARTHA ISABEL GARCIA SERRANO 
MAGISTRADA TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA – SALA CIVIL 
E. S. D. 
 
 
 
REF: PROCESO No. 11001310300120180048701 

DEMANDA ORDINARIA LABORAL    
DEMANDANTE    TERESA CAICEDO GARCIA 

DEMANDADO MEDICOS ASOCIADOS SA - CLINICA FUNDADORES         
ASUNTO RECURSO DE REPOSICION EN SUBSIDIO RECURSO DE QUEJA. 
 

JORGE ORLANDO RUBIANO CARRANZA mayor y vecino de esta ciudad, 
identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, obrando como 
apoderado del Señor EUCLIDES GARZON igualmente mayor y vecino de esta 
ciudad, respetuosamente me permito Interponer escrito manifiesto a usted 
respetuosamente, que interpongo Recurso de Reposicion y en subsidio Recurso de 
Queja contra el auto de fecha 5 de noviembre notificado en el estado del 6 de 
noviembre de 2020 , mediante el cual el se confirmo el auto de fecha 14 de octubre 
de 2020, que declaro desierto el recurso de apelacion interpuesto contra la 
sentencia de primera instancia y que nego el recurso de apelacion. 
  

HECHOS 
 

Me permito sustentar el recurso con base en las siguientes consideraciones; 
 

 
PRIMERO: Con fecha 14 de septiembre de 2020 se admitio recurso de apelacion 
contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil Circuito  
 
SEGUNDO: En esa misma fecha, se corrio traslado por cinco (5) días para sustentar 
recurso, 
 
TERCERO: En fecha 14 de octubre de 2020, se declaró desierto el recurso de 
apelación ante la falta de sustentación del extremo demandante. 
 
CUARTO: Contra el auto que declaro desierto el recurso de apelacion de fecha 14 
de octubre de 2020, el suscrito presento Recurso de Reposcion y en subsidio 
apelacion.  
 
QUINTO: En fecha 5 de noviembre de 2020 se emitio auto, confirmando el auto de 
fecha 14 de octubre de 2020, y denegando el recurso de apelacion.  
 
 

 
PRETENSION 

 
Solicito a su Despacho expedir, con destino al Tribunal Superior de Bogotá -  Sala 
Laboral, copia de la providencia impugnada para efectos del trámite del recurso de 
queja. 
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SUSTENTACION 
 
El recurso de queja impetrado busca ante esa instancia, se declare mal denegado 
el recurso de apelación interpuesto contra el auto que declaro desierto el Recurso 
de apelacion interpuesta contra la sentencia de primera instancia proferida por el 
Juzgado Primero Civil Circuito, en su lugar, se conceda el recurso de apelación. 
 
"Cuando el juez de primera instancia deniegue el recurso de apelación, el recurrente 
podrá interponer el de queja para que el superior lo conceda si fuere procedente. El 
mismo recurso procede cuando se deniegue el de casación" (art. 352). 
 
"El recurso de queja deberá interponerse en subsidio del de reposición contra el 
auto que denegó la apelación o la casación, salvo cuando este sea consecuencia 
de la reposición interpuesta por la parte contraria, caso en el cual deberá 
interponerse directamente dentro de la ejecutoria. 
 
Denegada la reposición, o interpuesta la queja, según el caso, el juez ordenará la 
reproducción de las piezas procesales necesarias, para lo cual se procederá en la 
forma prevista para el trámite de la apelación. Expedidas las copias se remitirán al 
superior, quien podrá ordenar al inferior que remita copias de otras piezas del 
expediente. 
 
El escrito se mantendrá en la secretaría por tres (3) días a disposición de la otra 
parte para que manifieste lo que estime oportuno, y surtido el traslado se decidirá el 
recurso. 
 
Si el superior estima indebida la denegación de la apelación o de la casación, la 
admitirá y comunicará su decisión al inferior, con indicación del efecto en que 
corresponda en el primer caso." (art. 353). 
 
 
Por lo tanto, con base en lo anterior solicito dar tramite al recurso de Queja. 
 
Del Honorable Juez, 
 

 

 

Atentamente, 
 

 

 
 
JORGE ORLANDO RUBIANO CARRANZA 

C.C. 19.327.657 de Bogotá 

T.P. 45964 del C. S, de la J. 
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Honorable Magistrado 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 
Tribunal Superior de Bogotá Sala Civil 
E.                   S.               D. 
 
 
 
 
Ref. No. 2019 – 00380-01. VERBAL DE PRESCRIPCIÓN DE LA GARANTIA 
HIPOTECARIA de CAROLINA RUIZ RAMIREZ contra LEASINGARFIN S.A. 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO COMERCIAL S.A. 
 
 
 
 
ASUNTO: Sustentación Recurso de APELACION. 
 
 
 
JOSE LEON RUIZ LOPEZ, persona mayor de edad, con domicilio en la ciudad 
de Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía numero 19.325.666 de 
Bogotá y Tarjeta Profesional de Abogado numero 43797 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderado 
judicial de la señora CAROLINA RUIZ RAMIREZ, persona mayor de edad, con 
domicilio en la ciudad de Bogotá, al Honorable Magistrado manifiesto que 
procedo a sustentar, en oportunidad, el recurso de APELACION, contra la 
Sentencia de fecha 9 de septiembre del año 2020, proferida por la señora Juez 
titular del Juzgado Octavo (8º) Civil del Circuito de Bogotá, dentro del proceso 
de la referencia, así: 
 
 
En primer lugar, es necesario precisar que el fallo proferido por la señora Juez 
en el cual niega la pretensión solicitada en la demanda, se fundamenta en el 
hecho de una falta de legitimación en la demandada, argumentando su 
inexistencia en la vida jurídica. 
 
 
De conformidad con el numeral 3 del artículo 100 del C.G.P. la inexistencia del 
demandante o del demandado, constituye una excepción previa que, de 
conformidad con el numeral 2 del artículo 101 del C.G.P. la juzgadora debió 
resolver, mediante auto, en cualquier momento procesal antes de la audiencia 
inicial. 
 
 
El juzgador de primera instancia denota falta de claridad en el desarrollo del 
proceso, así como en la aplicación de la norma procesal, pues, no se entiende 
para qué cita a una audiencia para dictar sentencia anticipada, si de antemano 
sabía que el fundamento de su fallo es resolver una cuestión procesal atinente 
a una excepción previa, que podía en cualquier momento, antes de la 
audiencia, proferir el auto y dar por terminada la actuación y ordenar devolver la 
demanda al demandante. 
 
 
Se evidencia un yerro en el a quo en la audiencia ya reseñada, pues, 
reconociendo que se hizo una indebida admisión de la demanda, omitió sus 
deberes, al no realizar el control de legalidad (art. 132 C.G.P.), el saneamiento 
del proceso y fijación del litigio, oportunidades en las que pudo enmendar los 
errores que endilgó a la demanda para establecer el debido encausamiento del 
proceso quedando vacía de contenido su actuación como directora del mismo.  



Es deber del Juez, verificar si se cumplían las formalidades procesales para 
continuar adelantando la audiencia, de conformidad con el numeral 8 del 
artículo 372 del C.G.P. 
  
 
En el desarrollo de la audiencia referida, la señora Juez, sin que existieran 
pruebas solicitadas por la demandante ni por el Curador, tampoco decretó de 
oficio prueba alguna, debió atenerse a la prueba documental aportada por la 
autoridad competente que daba cuenta de la liquidación de la Sociedad que 
aparecía como acreedora de la hipoteca y de la extinción de su personería 
jurídica, lo cual como se observa, no hizo, apartándose de ella y basándose en 
especulaciones sobre una norma legal como adelante se mencionará. 
Incurriendo en esta segunda omisión procedió el a quo a correr traslado a los 
intervinientes para que presentaran sus alegatos de conclusión, sin que estos 
fueran tenidos en cuenta al momento de proferir el fallo, pues, sin hacer receso 
alguno, la Juez, prosiguió dictando la sentencia, es decir, no tuvo en cuenta ni 
valoró las alegaciones de las partes.  
 
 
Como se puede apreciar en el desarrollo de la audiencia, la señora Juez, 
confundió el procedimiento; en su mente ya estaba la decisión que 
correspondería según su criterio, haciendo del proceso un mero formalismo y 
olvidando su deber de apreciar la demanda y su contestación, en función de la 
consolidación y primacía  del derecho sustancial sobre lo meramente formal. 
 
 
A este respecto es necesario mencionar lo manifestado por la Corte Suprema 
de Justicia Sala Civil, donde afirma que el Juez debe estudiar todas las 
posibilidades e interpretar la demanda y su contestación en función de proteger 
la concreción del derecho sustancial reclamado por las partes: 
 
“(…) En esa dirección, tales exigencias de manera alguna deben mirarse con criterios 
sacramentales o formularios, propios de épocas superadas, para, pretextando su 
incumplimiento, evadir decisiones de fondo acerca de las controversias sometidas a 
composición de la jurisdicción (…)”  
 
“(…) Los defectos formales, siendo superables, por lo tanto, no pueden hacer nugatorio el 
derecho material discutido, cuando, por ejemplo, son aparentes, bien porque los requisitos 
brotan del mismo escrito genitor o en sí los contiene, al margen del lugar donde se hayan 
expuesto o se encuentren, ya al aparecer subsanados o disipados debido a la misma conducta 
procesal observada por las partes, verbi gratia, cuando  alrededor de ellos se focalizaron los 
contenidos de defensa y contradicción (…)” 
 
“(…) lo primero, por cuanto como lo tiene explicado la Corte, “(…) al fin y al cabo, como 
componentes que son de un todo, los diversos acápites de ese escrito rector del proceso han 
de articularse, correlacionarse, porque sólo de esa conjunción puede brotar la voluntad que 
realmente quiso expresar su autor al estructurarla”(…)” STC 685-2020. Rad. 76111-22-13-000-
2019-00260-01. 3 febrero de 2020. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona 

 
 
El fallo de primera instancia se basa en que la sociedad acreedora del crédito 
hipotecario, contra quien se dirigió la acción, ya estaba liquidada y por tanto 
carecía de personería jurídica por la extinción de su personalidad, por tanto 
debía demandarse a sus socios o adjudicatarios resultantes del estado final de 
cuenta del liquidador, existiendo así, en su consideración, falta de legitimación 
en la causa por pasiva 
. 
 
Frente a lo decidido y actuado por la señora Juez, debe entenderse que, al 
admitir la demanda, no expresó nada  el a-quo a pesar de la evidencia 
documental que acreditaba la liquidación de la demandada y tampoco lo hizo al 
estudiar el saneamiento que se impone efectuar,  ni en la fijación del litigio, 
advertencia que se hizo en el libelo introductorio. 
 
 



Bien interesante resulta el asunto sometido a apelación, ya que si bien el 
particular que acude a la jurisdicción debe dar claridad a peticiones y hechos 
que  sustentan la demanda, no es menos cierto que, el operador judicial, debe 
realizar un estudio que le permita interpretar la demanda ajustándola a los 
cánones legales que rigen la materia en litigio, para no llegar a decisiones que 
conllevan a la no realización del derecho sustancial, sino que conducen a tener 
que demandar nuevamente,  sin que se  satisfaga el derecho material objeto de 
la litis. 
 
 
 
Denótese que la certificación de la autoridad competente, señala que la 
Sociedad que figura como acreedora titular del crédito garantizado con 
hipoteca, está liquidada, no dice que  existen beneficiarios de la liquidación ni 
tampoco expresa que haya remanentes a distribuir, por lo que el apego del fallo 
a normas legales en equivocada interpretación de ellas y con cortedad en su 
análisis, desembocó en el fallo apelado, pues, diciendo que debió llamarse 
como demandados a los socios de la sociedad extinguida y no a ésta, incurrió 
en yerro mayor al que le endilga a la demanda, pues  ¿cómo se puede llamar 
socio a quien estuvo vinculado a una sociedad que ya no existe, puede haber 
socio sin sociedad? y entonces cómo se soluciona el problema de legitimación 
del demandado, teniendo que demandar a alguien que no tiene calidad de socio 
por sustracción de materia? 
 
. 
Si la certificación aportada con la demanda no señala que se hubiera dejado 
remanente o adjudicado a persona alguna el crédito garantizado con hipoteca, 
como lo dice el art 249 del código de comercio, de dónde podía,  el a-quo, 
concluir, que se ha debido demandar a los socios, olvidándose que no puede 
haber socios en una sociedad que no existe; extinguida la sociedad no hay 
vocación societaria, decir que hay que demandar a beneficiarios que sólo 
existen en la imaginación del a quo, pues, la certificación sobre la extinción de 
la sociedad no dice que alguien tenga esa condición o la de adjudicatario, por lo 
que no puede leerse una norma y sacar la conclusión de un cubilete, como por 
arte de magia, yendo más allá de lo  que dice la certificación para aplicar 
normas que por la naturaleza del caso, no pueden ser aplicadas al mismo. En 
palabras más simples, el fallo pide que se demande al dueño de nada, por lo 
que amerita ser revocado.  
 
Igualmente señala el fallo materia del recurso que, debió demandarse a los 
acreedores de la sociedad, dicho carente de prueba pero rico en imaginación, 
en cuanto que no existe prueba que le haga llegar a tal conclusión, ya que la 
extinción de la personería jurídica de la sociedad, solo se da por la aprobación 
del estado final de cuenta que presenta el liquidador y la certificación aportada 
no da cuenta de adjudicación a acreedor alguno por lo que no le era dado al a 
quo, suponer la existencia de acreedores, contrariando la prueba aportada que 
nada dice de ellos, lo que también constituye causa de revocatoria del fallo 
apelado. 
 
En este aspecto cabe recabar que la prueba es concisa, ni siquiera el Juez 
puede cambiar su contenido y menos su alcance como ha ocurrido en el caso 
sub lite, es que si acaso la prueba no la convencía, no podía la juzgadora de 
instancia inventarse argumentos legales, es decir, buscar normas que no caben 
aplicar al caso concreto, para que con base en elucubraciones sobre ellas, 
llegar a una conclusión que se torna fantasiosa, buscando respetar el derecho 
del dueño de nada, tratando de dar existencia a algo que no la tiene. 
 
 
La función del juzgador no puede ser la de recitación de normas cuando las 
mismas no son aplicables al caso o cuando se tratan de encuadrar a un 
supuesto que no es el que ni por asomo se ventila en autos; tampoco se puede 
imaginar una situación contraria a la prueba obrante en autos, pues, sin que la 



certificación acerca de la sociedad demandada indicara la existencia de 
beneficiarios de remanentes o de estos mismos, no le era dado al a-quo señalar 
que era a estos a los que había que demandar, pues, ni siquiera de oficio 
decretó prueba que indagara al certificador si existían beneficiarios como 
sucesores de la sociedad extinguida o que haya existido adjudicación del 
crédito cuya prescripción se reclama. 

 
 
Todo lo anterior lleva a la revocatoria de la sentencia por ser además 
incongruente, falsa su motivación y carecer de pronunciamiento sobre los 
extremos de la Litis, por violación a pactos internacionales, siendo una clara 
denegación de justicia. 
 
 
En conclusión, Honorable Magistrado, solicito respetuosamente, se sirva 
REVOCAR la sentencia recurrida y se conceda lo solicitado en las pretensiones 
de la demanda. 
   
 
Cordialmente, 
 

 
JOSE LEON RUIZ LOPEZ 
C.C.No 19.325.66 de Bogota 
T.P.No 43797 del C.S.J. 
joseleonruiz@yahoo.com 
celular: 311 2605430 
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Señores 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL. 

Atn. Dra. Adriana Saavedra Lozada 

Magistrada 

 

Referencia: Proceso Civil De Responsabilidad Contractual. 

Radicado: 11001310301520110005202. 

Asunto: Recurso de reposición y en subsidio súplica. 

Demandantes: Patricia Brito Caldera en nombre propio y en nombre y 

representación de su menor hijo DDGB. 

Demandados: Colsanitas Medicina Prepagada y Clínica Colsanitas Reina Sofía. 

 

ANGIE PAOLA MONROY BRITO, mayor de edad, vecina de esta ciudad, 

identificada con Cédula de Ciudadanía No. 1.020.787.377, abogada en ejercicio 

con Tarjeta Profesional No. 293.488 del Consejo Superior de la Judicatura, 

obrando en mi calidad de apoderada de DATCOM SYSTEMS S.A. y de CESAR 

WILLIAM GOMEZ CORREAL, presento RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN 

SUBSIDIO SUPLICA, de conformidad con lo establecido en el artículo 331 del 

Código General del Proceso, con el objeto de que se REVOQUE el auto proferido 

el cuatro (4) de noviembre de 2020 por su Despacho, notificado el cinco (5) de 

noviembre de la misma anualidad, el cual rechazó la solicitud de nulidad 

presentada por mi poderdante por ser invocada directamente por su representante 

legal, quien carece de derecho de postulación, así como la solicitud de amparo de 

pobreza. 

 

 

 

 



A continuación, me permito sustentar los argumentos que me llevan a diferir de la 

decisión adoptada por este Despacho:  

 

SUSTENTACIÓN DEL RECURSO  

I. SOBRE LA AUSENCIA DEL DERECHO DE POSTULACIÓN. 

Si bien el artículo 73 del Código General del Proceso dispone que “Las personas 

que hayan de comparecer al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado 

legalmente autorizado, excepto en los casos en que la ley permita su intervención 

directa”, lo cierto es que la misma no puede interpretarse de manera aislada, sin 

atender a las circunstancias particulares de la compañía que presentó dicho 

recurso por intermedio de su representante legal. 

En efecto, mi poderdante carece de los recursos necesarios para contratar un 

abogado ni para sufragar los demás derivados de un proceso de esta naturaleza, 

tal como fue oportunamente manifestado a su Despacho.  

Así las cosas, carece de toda lógica que si DATCOM SYSTEMS S.A. solicitó en el 

citado incidente de nulidad el amparo de pobreza pues su representante legal no 

es un profesional del derecho que pueda representarla en un proceso ni puede 

sufragar los costos derivados de este tipo de procesos, este Tribunal indique que 

su representante legal carece de derecho de postulación para hacer las peticiones 

presentadas en el memorial del dieciséis (16) de junio de 2020. Proceder de tal 

forma implica, a todas luces, una vulneración al debido proceso del que también 

las personas jurídicas gozan. 

Por lo tanto, no se le puede exigir que sea representado por un apoderado judicial 

en este proceso, conforme a las razones antes señaladas. 

II. DE LA CALIFICACIÓN DE LA NATURALEZA DEL PROCESO. 

Sobre el particular, debe señalarse que este despacho calificó erróneamente la 

naturaleza de este proceso, pues en realidad, tal como consta en la información 



que obra en la página web del proceso del JUZGADO ORIGEN1, se trata de un 

asunto de RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL desde que la demanda 

fue presentada en primera instancia, es decir, se persigue que se declare el 

incumplimiento del contrato de prestación de servicios médicos – medicina 

prepagada por parte de COLSANITAS MEDICINA PREPAGADA y CLÍNICA 

COLSANITAS REINA SOFÍA, con fundamento en las malas prácticas y 

procedimientos de dichas entidades en el curso del citado contrato el cual, valga 

decir, es ley para las partes y debió ser ejecutado de buena fe por los 

contratantes, conforme se establece en los artículos 1602 y 1603 del Código Civil, 

que señalan lo siguiente: 

“ARTICULO 1602. LOS CONTRATOS SON LEY PARA LAS 

PARTES. Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los 

contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o 

por causas legales.”. 

“ARTICULO 1603. EJECUCION DE BUENA FE. Los contratos deben 

ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos 

se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la 

naturaleza de la obligación, o que por ley pertenecen a ella.”. 

Por lo tanto, incurre en un error este Despacho al manifestar que éste se trata de 

un proceso de responsabilidad civil extracontractual y, en consecuencia, debe 

dársele la naturaleza que en realidad tiene. Lo contrario implicará una clara 

vulneración del debido proceso y del derecho de defensa no sólo para las partes, 

sino para los eventuales terceros que deban ser vinculados. 

Además, el auto proferido no es el mecanismo idóneo para desvirtuar los hechos y 

pretensiones señalados en la demanda, lo cual pareciera ser el verdadero 

propósito del auto recurrido al señalarse que se trata de un proceso de 

responsabilidad civil extracontractual. 

 
1 Juzgado 15 Civil del Circuito de Bogotá 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr049.html#top


III. DE LA SUPUESTA AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN DE DATCOM 

SYSTEMS S.A. 

De manera equivocada, la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá señala que, 

por tratarse de un proceso de responsabilidad civil extracontractual, DATCOM 

SYSTEMS S.A. carece de legitimación en la causa para participar en este 

proceso. En particular, en el auto recurrido se señala que:  

“Ahora, al calificar el motivo que alega para su intervención, se encuentra 

que carece de suficiencia para admitir su participación. Nótese que dentro 

del presente asunto no se cuestiona la existencia o validez del contrato de 

prestación de servicios de salud (medicina prepagada) sino la 

responsabilidad médica derivada de un presunto mal manejo clínico y 

profesional por parte de los médicos que asistieron a una de las 

beneficiarias de ese contrato, señora Patricia Brito Caldera, y su 

consecuente indemnización de perjuicios; de ahí, que no se estructure un 

litisconsorcio necesario que imponga la forzosa presencia de tal entidad”. 

Esta conclusión es, a todas luces, contraria a la realidad del proceso.  

Sobre el particular, debe tenerse en cuenta que, como antes se mencionó, se trata 

de un asunto de responsabilidad civil contractual en el cual se pretende que se 

declare el incumplimiento del contrato de prestación de servicios de salud de las 

demandadas con la consecuente indemnización de perjuicios derivados de dicho 

incumplimiento.  

Salta a la vista que, en consecuencia, las partes involucradas en este contrato 

debieron ser vinculadas al proceso para hacer valer sus derechos, presentar 

oposiciones, recursos y demás actuaciones necesarias dentro del mismo, siendo 

una de ellas DATCOM SYSTEMS S.A. en su calidad de contratante y no 

únicamente los beneficiarios dentro de dicho contrato. 

E incluso, es con base en su errónea apreciación y conclusión sobre la naturaleza 

del proceso, que le niega a mi poderdante la posibilidad de ser cobijada por el 



amparo de pobreza solicitado, a pesar de tener todas las calidades para acceder 

al mismo y para ser vinculada a este proceso. 

 

Por todo lo anterior, solicito comedidamente a la señora magistrada 

REVOCAR el auto proferido el cuatro (4) de abril de 2020, y en su lugar, 

proceder a decretar nulidad y el amparo de pobreza solicitado.  

 

Atentamente,  

 

ANGIE PAOLA MONROY BRITO 

CC Nro. 1.020.787.377  

T.P. Nro. 293.488 del C.S de la Judicatura 

 
















































